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Doctor  

ROBERTO MARIO CHAVARRO COLPAS 

MAGISTRADO PONENTE 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

E.   S.   D. 

 

 

MEDIO DE CONTROL:  Reparación Directa 

RADICADO:   2017 – 00722 – 00 

DEMANDANTE:  Luis Felipe Martelo Osorio 

DEMANDADO:    Edurbe S.A. 

 

WALTER RAFAEL VERBEL ROMERO, actuando en mi condición de 

apoderado especial de EDURBE S.A., comparezco ante usted, muy 

respetuosamente, con el fin de CONTESTAR la demanda de la 

referencia, teniendo en cuenta los siguientes términos: 

 

A LOS HECHOS 

 

AL PRIMERO: Es cierto, teniendo en cuenta que la escritura pública 

No. 3255 del 12 de octubre de 1993 contiene un contrato de compraventa, 

mediante el cual el demandante se obligó a transferir a Edurbe S.A., el 

derecho real de dominio del inmueble identificado con folio de matrícula 

inmobiliaria No. 060-116847, ubicado en la cuarta avenida del barrio 

Manga, bajo la nomenclatura No. 19-97, en el Distrito Turístico y 

Cultural de Cartagena de Indias. 

 

AL SEGUNDO: Es cierto, debido a que el demandante realizó la 

tradición física del bien inmueble mencionado a Edurbe S.A., con ocasión 

de la ejecución del contrato de compraventa ibídem.  

 

Así mismo, es cierto que el inmueble fue demolido y en la actualidad es 

una vía vehicular.  

 

AL TERCERO: No es cierto, debido a que Edurbe S.A. no ha certificado 

una supuesta omisión en realizar el trámite de inscripción de la escritura 

pública No. 3255 en la oficina de registro de instrumentos públicos. 
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No obstante lo anterior, debe señalarse que, Edurbe S.A. no tenía el 

deber constitucional, legal, reglamentario o contractual de realizar el 

trámite de tradición del inmueble mencionado, y en consecuencia, no se 

configura omisión administrativa ni responsabilidad administrativa, 

dentro del presente proceso. 

 

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que, el vendedor es la parte que 

le corresponde hacer la tradición en el contrato de compraventa, y por 

ende, el demandante debía proceder con la inscripción de la escritura 

pública contentiva del contrato en la oficina de registro de instrumentos 

públicos correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

1880 del Código Civil, que prescribe lo siguiente: 

 

“OBLIGACIONES DEL VENDEDOR. Las obligaciones del 

vendedor se reducen en general a dos: la entrega o tradición, 

y el saneamiento de la cosa vendida. 

 

La tradición se sujetará a las reglas dadas en el título VI del libro 

II”. 

 

Adicionalmente, el artículo 740 del Código Civil define la tradición, en los 

siguientes términos: 

 

“DEFINICIÓN DE TRADICIÓN. La tradición es un modo de 

adquirir el dominio de las cosas, y consiste en la entrega que el 

dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e 

intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e 

intención de adquirirlo. Lo que se dice del dominio se extiende a 

todos los otros derechos reales.” 

 

En ese sentido, el demandante, en su condición de vendedor y tradente 

del contrato de compraventa referenciado, debía proceder a transferir el 

dominio del bien inmueble, conforme a lo normado por el artículo 756 del 

Código Civil, es decir, inscribiendo el contrato en la oficina de registro de 

instrumentos públicos correspondientes, conforme al siguiente tenor: 
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“TRADICION DE BIENES INMUEBLES. Se efectuará la 

tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del 

título en la oficina de registro de instrumentos públicos. 

 

De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de 

usufructo o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de 

habitación o hipoteca.” 

 

En consecuencia, es claro que no ha existido omisión o incumplimiento 

por parte de Edurbe S.A., respecto de sus obligaciones constitucionales, 

legales, reglamentarias y contractuales, y por el contrario, es el 

demandante quien desconoció e incumplió las disposiciones del código 

civil señaladas anteriormente, y por lo tanto, tiene el deber jurídico de 

suportar todas las consecuencias generadas por su comportamiento 

omisivo. 

 

En ese orden de ideas, resulta oportuno citar lo expresado por el Consejo 

de Estado en cuanto a las omisiones administrativas, así: 

 

“En punto de la omisión administrativa como supuesto de la 

responsabilidad estatal ha de advertirse que como tal, se entiende 

“el incumplimiento de una obligación que debió ejecutarse dentro de 

cierto término y con determinadas cualidades.”1 

 

Adicionalmente, el doctrinante Libardo Rodríguez agrega sobre el 

particular, lo siguiente:  

 

“Las abstenciones de la administración que producen efectos 

jurídicos respecto de ella. Es decir, consisten en que la 

administración se abstiene de actuar cuando debería hacerlo.” 2 

(Cursiva nuestra) 

 

                                                             
1 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION 

TERCERA. Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ. Bogotá D.C., quince (15) de 

abril de dos mil diez (2010). Radicación número: 13001-23-31-000-1994-09850-01(17815) 

2 Rodríguez, L. Derecho Administrativo. Editorial Temis. Bogotá 2000. Págs. 195 a 198). 
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En ese sentido, las omisiones administrativas se generan por el 

incumplimiento a un deber constitucional, legal o reglamentario por 

parte de la administración, debido a que las actuaciones de éstas están 

ceñidas al principio de legalidad, establecido en el artículo 121 de la 

Constitución Política de Colombia, de la siguiente manera: 

 

“Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de 

las que le atribuyen la Constitución y la ley.” (Cursiva nuestra) 

  

Así las cosas, no se ha configurado la omisión administrativa aducida por 

el demandante, debido a que Edurbe S.A. no tenía el deber jurídico de 

efectuar la inscripción en la oficina de registro de instrumentos públicos, 

teniendo en cuenta el contrato de compraventa y las normas del código 

civil anteriormente reseñadas. 

 

Aunado a lo anterior, y de conformidad con lo expuesto por el accionante, 

las pretensiones incoadas mediante el medio de control de reparación 

directa deberán ser rechazadas, debido a que ha operado el fenómeno 

jurídico de la caducidad, teniendo en cuenta que los supuestos fácticos 

alegados supuestamente tuvieron lugar en 1993, mientras que, el libelo 

introductorio fue radicado en 2017, claramente después de cumplidos los 

dos (2) años siguientes al día de la supuesta omisión que causó el daño, 

de acuerdo con lo establecido en el literal i) del numeral 2º del artículo 

164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo3. 

 

AL CUARTO: No nos consta, debido a que el demandante hace alusión a 

supuestas obligaciones tributarias generadas en su contra, en las cuales 

Edurbe S.A. no tuvo injerencia ni participación, y por ende, el 

demandante le corresponde acreditar el supuesto fáctico planteado, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 167 del Código General del 

Proceso. 

                                                             
3 La disposición señalada expresa lo siguiente: “Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá 
ser presentada: (…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: (…) i). Cuando se 
pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a 
partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el 
demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. 
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De esa manera, la génesis del presente proceso se contrae de las supuestas 

obligaciones tributarias generadas en contra del demandante, que fueron 

supuestamente cobradas por el Distrito de Cartagena, la cual es una entidad 

pública totalmente distinta a Edurbe S.A., cuya naturaleza jurídica 

corresponde a la de una sociedad pública por acciones, y por ende, no tiene 

competencia para exigir el impuesto predial aducido, ni lo ha hecho dentro del 

presente proceso, por lo que se configuran las excepciones de falta de 

legitimación en la causa por pasiva frente a mi representada y hecho imputable 

a un tercero.   

 

AL QUINTO: No nos consta, debido a que el demandante hace alusión a 

supuestas asesorías jurídicas que recibió, en las cuales Edurbe S.A. no 

tuvo injerencia ni participación, y por ende, el demandante le 

corresponde acreditar el supuesto fáctico planteado, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 167 del Código General del Proceso 

 

A LAS PRETENSIONES 

 

A LA PRIMERA: Nos oponemos a la primera pretensión, y solicitamos 

su desestimación, teniendo en cuenta que Edurbe S.A. no ha incurrido en 

omisión administrativa, y en consecuencia, no se configura 

responsabilidad administrativa imputable a mi representada. 

 

Debe tenerse en cuenta que, Edurbe S.A. no ha incumplido sus 

obligaciones constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales 

respecto del contrato de compraventa mencionado, celebrado con el 

demandante, y por ende, mal podría establecerse una omisión 

administrativa, sin que exista una obligación normativa precedente, que 

determine el actuar que supuestamente debía observar la 

administración. 

 

Así mismo, debe señalarse que, el demandante, en su calidad de 

vendedor y tradente dentro del negocio jurídico referenciado, tenía la 

obligación legal de inscribir la escritura pública No. 3255 del 12 de 

octubre de 1993, en la oficina de registro de instrumentos públicos, y por 

lo tanto, tiene el deber jurídico de soportar las consecuencias generadas 

por su conducta omisiva. 
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A LA SEGUNDA: Nos oponemos a la segunda pretensión formulada, y 

en consecuencia, solicitamos su rechazo, debido a que Edurbe S.A. no ha 

causado perjuicios materiales e inmateriales en contra del demandante, 

teniendo en cuenta que mi representada no ha incurrido en omisión 

administrativa, y en consecuencia, no se configura responsabilidad 

administrativa imputable a mi representada. 

 

Debe tenerse en cuenta que, Edurbe S.A. no ha incumplido sus 

obligaciones constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales 

respecto del contrato de compraventa mencionado, celebrado con el 

demandante, y por ende, mal podría establecerse una omisión 

administrativa, sin que exista una obligación normativa precedente, que 

determine el actuar que supuestamente debía observar la 

administración. 

 

Así mismo, debe señalarse que, el demandante, en su calidad de 

vendedor y tradente dentro del negocio jurídico referenciado, tenía la 

obligación legal de inscribir la escritura pública No. 3255 del 12 de 

octubre de 1993, en la oficina de registro de instrumentos públicos, y por 

lo tanto, tiene el deber jurídico de soportar las consecuencias generadas 

por su conducta omisiva. 

 

A LA TERCERA: Al ser una pretensión consecuencial de la anterior, 

EDURBE S.A. se opone en los términos señalados anteriormente. 

 

A LA CUARTA:  Al ser una pretensión consecuencial de la anterior, 

EDURBE S.A. se opone en los términos señalados anteriormente. 

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS DE LA DEFENSA 

 

Edurbe S.A. se opone a todas y cada una de las pretensiones esgrimidas 

en la demanda, debido a que no ha causado ningún daño antijurídico al 

demandante, y en consecuencia, a mi representada no le asiste el deber 

de reparar establecido en el artículo 90 de la Constitución Política, por 

los hechos esbozados en el líbelo introductor. 
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No debe perderse de vista que, Edurbe S.A. no ha incurrido en omisión 

administrativa, y en consecuencia, no se configura responsabilidad 

administrativa imputable a mi representada. 

 

Debe tenerse en cuenta que, Edurbe S.A. no ha incumplido sus 

obligaciones constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales 

respecto del contrato de compraventa mencionado, celebrado con el 

demandante, y por ende, mal podría establecerse una omisión 

administrativa, sin que exista una obligación normativa precedente, que 

determine el actuar que supuestamente debía observar la 

administración. 

 

Así mismo, debe señalarse que, el demandante, en su calidad de 

vendedor y tradente dentro del negocio jurídico referenciado, tenía la 

obligación legal de inscribir la escritura pública No. 3255 del 12 de 

octubre de 1993, en la oficina de registro de instrumentos públicos, y por 

lo tanto, tiene el deber jurídico de soportar las consecuencias generadas 

por su conducta omisiva. 

 

Igualmente, es menester reiterar que, las omisiones administrativas 

deben producir efectos jurídicos, y por lo tanto, deben crear, modificar o 

extinguir una situación jurídica, por lo cual, no se puede concluir que la 

supuesta omisión de Edurbe S.A., en inscribir la escritura pública 

contentiva del negocio jurídico de compraventa en la Oficina de Registros 

de Instrumentos Públicos competente, sea una omisión administrativa, 

debido a que tal obligación le correspondía al accionante, en su condición 

de vendedor y tradente del inmueble en comento. 

 

Aunado a lo anterior, y de conformidad con lo expuesto por el accionante, 

las pretensiones incoadas mediante el medio de control de reparación 

directa deberán ser rechazadas, debido a que ha operado el fenómeno 

jurídico de la caducidad, teniendo en cuenta que los supuestos fácticos 

alegados supuestamente tuvieron lugar en 1993, mientras que, el libelo 

introductorio fue radicado en 2017, claramente después de cumplidos los 

dos (2) años siguientes al día de la supuesta omisión que causó el daño, 

de acuerdo con lo establecido en el literal i) del numeral 2º del artículo 
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164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo4. 

 

En ese sentido, solicitamos respetuosamente que se sirva absolver a 

Edurbe S.A. de todas las pretensiones incoadas en la demanda, y en 

consecuencia, que se declare la configuración de las siguientes 

excepciones de mérito: 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

I. CULPA EXCLUSIVA DEL DEMANDANTE 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que el 

demandante ha sido el único causante y productor de las consecuencias 

jurídicas cuya reparación reclama, teniendo en cuenta que, en su calidad 

de vendedor y tradente dentro del contrato de compraventa sobre el bien 

inmueble referenciado, tenía la obligación legal de inscribir la escritura 

pública No. 3255 del 12 de octubre de 1993, en la oficina de registro de 

instrumentos públicos, y por lo tanto, tiene el deber jurídico de soportar 

las consecuencias generadas por su conducta omisiva. 

 

En ese sentido, debe reiterarse que, Edurbe S.A. no tenía el deber 

constitucional, legal, reglamentario o contractual de realizar el trámite 

de tradición del inmueble mencionado, y en consecuencia, no se configura 

omisión administrativa ni responsabilidad administrativa, dentro del 

presente proceso. 

 

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que, el vendedor es la parte que 

le corresponde hacer la tradición en el contrato de compraventa, y por 

ende, el demandante debía proceder con la inscripción de la escritura 

pública contentiva del contrato en la oficina de registro de instrumentos 

                                                             
4 La disposición señalada expresa lo siguiente: “Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá 
ser presentada: (…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: (…) i). Cuando se 
pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a 
partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el 
demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. 
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públicos correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

1880 del Código Civil, que prescribe lo siguiente: 

 

“OBLIGACIONES DEL VENDEDOR. Las obligaciones del 

vendedor se reducen en general a dos: la entrega o tradición, 

y el saneamiento de la cosa vendida. 

 

La tradición se sujetará a las reglas dadas en el título VI del libro 

II”. 

 

Adicionalmente, el artículo 740 del Código Civil define la tradición, en los 

siguientes términos: 

 

“DEFINICIÓN DE TRADICIÓN. La tradición es un modo de 

adquirir el dominio de las cosas, y consiste en la entrega que el 

dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e 

intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e 

intención de adquirirlo. Lo que se dice del dominio se extiende a 

todos los otros derechos reales.” 

 

En ese sentido, el demandante, en su condición de vendedor y tradente 

del contrato de compraventa referenciado, debía proceder a transferir el 

dominio del bien inmueble, conforme a lo normado por el artículo 756 del 

Código Civil, es decir, inscribiendo el contrato en la oficina de registro de 

instrumentos públicos correspondientes, conforme al siguiente tenor: 

 

“TRADICION DE BIENES INMUEBLES. Se efectuará la 

tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del 

título en la oficina de registro de instrumentos públicos. 

 

De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de 

usufructo o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de 

habitación o hipoteca.” 

 

Así las cosas, es claro que, no ha existido omisión o incumplimiento por 

parte de Edurbe S.A., respecto de sus obligaciones constitucionales, 

legales, reglamentarias y contractuales, contrario sensu, el demandante 

desconoció las disposiciones del código civil señaladas anteriormente, por 
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lo tanto, tiene el deber jurídico de suportar todas las consecuencias 

generadas por su comportamiento omisivo. 

 

Sobre el particular, el Consejo de Estado ha expuesto lo siguiente: 

 

“Asimismo, la culpa exclusiva de la víctima, es entendida como “la 

violación por parte de ésta de las obligaciones a las cuales 

está sujeto el administrado”, y tal situación releva de 

responsabilidad al Estado cuando la producción del daño se 

ha ocasionado con la acción u omisión de la víctima, por lo 

que esta debe asumir las consecuencias de su proceder.”5 

(Cursivas y negritas fuera del texto) 

 

De esa manera, la culpa exclusiva del administrado en la producción de 

los hechos expuestos en la demanda, conduce necesariamente a la 

exoneración de mi representada de la responsabilidad administrativa 

solicitada. 

 

II. CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que 

teniendo en cuenta que operó la caducidad del medio de control de 

reparación directa, ejercido en contra de Edurbe S.A., y en consecuencia, 

el demandante promovió la demanda por fuera de la oportunidad legal 

correspondiente para tales efectos.  

 

Observe que, el libelo introductorio fue radicado después de cumplidos 

los dos (2) años siguientes al día de la supuesta omisión que causó el 

daño, de acuerdo con lo establecido en el literal i) del numeral 2º del 

artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, que señala lo siguiente: 

 

                                                             
5 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 

TERCERA. SUBSECCION C. Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO 

GAMBOA. Bogotá D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil diecisiete (2017). Radicación 

número: 52001-23-31-000-2007-00013-02(45928) 
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“Oportunidad para presentar la demanda. La demanda 

deberá ser presentada: 

 

(…) 

 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la 

caducidad: (…) 

 

i). Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá 

presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del 

día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del 

daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento 

del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 

imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. 

 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación 

directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a 

partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto desde 

la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin 

perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda intentarse 

desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la 

desaparición;” (Cursivas y negrillas nuestras) 

 

Debe tenerse en cuenta que, el demandante hace alusión a la no 

inscripción de la escritura pública No. 3255 del 12 de octubre de 1993 

contentiva de un contrato de compraventa, mediante el cual el 

demandante se obligó a transferir a Edurbe S.A., el derecho real de 

dominio del inmueble identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 

060-116847, ubicado en la cuarta avenida del barrio Manga, bajo la 

nomenclatura No. 19-97, en el Distrito Turístico y Cultural de Cartagena 

de Indias. 

 

De esa manera, el demandante debió instaurar y radicar la demanda 

hasta el 13 de octubre de 1995, no obstante, la misma fue radicada en el 

año 2017, por lo cual el demandante ha desconocido ostensiblemente la 

oportunidad legal para presentar la demanda, debido a que tardó más de 

23 años para radicarla. 
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En relación con el fenómeno jurídico de la caducidad, el Consejo de 

Estado ha expuesto lo siguiente: 

 

“La caducidad es la sanción que consagra la ley por el no 

ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los 

plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el 

derecho que le asiste a toda persona de solicitar que sea definido un 

conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. (…) 

 

Las normas de caducidad tienen fundamento en la 

seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, 

en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el 

tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros 

términos, el legislador establece unos plazos razonables 

para que las personas, en ejercicio de una determinada 

acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, 

acudan a la jurisdicción a efectos de que el respectivo litigio 

o controversia, sea resuelto con carácter definitivo por un 

juez de la república con competencia para ello. La figura de 

la caducidad se configura cuando el plazo establecido en la ley para 

instaurar algún tipo de acción, ha vencido.”6(Cursivas y negritas 

fuera del texto) 

 

De esa manera, solicito respetuosamente al despacho se sirva declarar 

probada la excepción de caducidad propuesta, y en consecuencia, 

deniegue las pretensiones de la demanda, en relación con mi 

representada. 

 

III. INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS DE LA 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

 

Edurbe S.A. no puede ser declarada responsable patrimonialmente dentro 

del presente asunto, debido a que no se configuran los elementos 

constitutivos de la responsabilidad administrativa a saber: daño 

                                                             
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 

TERCERA, SUBSECCIÓN C. Consejera Ponente:  OLGA VALLE DE DE LA HOZ, sentencia 

del 21 de febrero de 2011. Radicado No. 39360. 
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antijurídico e imputación, ni mucho menos, existe un nexo de causalidad 

entre el resultado cuya reparación se pretende y la conducta activa o 

pasiva de Edurbe S.A., frente al cumplimiento de sus obligaciones 

constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales. 

 

Sobre el particular, el Consejo de Estado ha expuesto lo siguiente: 

 

“Al tenor del artículo 90 de la Constitución, los presupuestos para 

que opere la cláusula general de la responsabilidad 

extracontractual del Estado se configuran a partir de la producción 

de un daño antijurídico15 y la imputación del mismo a la 

administración pública16 tanto por la acción, como por la omisión 

de un deber normativo; lo que implica que la imputación vaya más 

allá de la simple causalidad.”7 (Cursivas fuera del texto) 

 

En ese sentido, debe tenerse en cuenta que el demandante no ha sufrido 

ningún daño antijurídico, debido a que el cobro de impuesto que alega, 

efectuado por el sujeto activo de la obligación tributaria correspondiente, 

es una situación que tiene el deber jurídico de soportar, teniendo en 

cuenta que la misma, es producto de su negligencia frente al cumplimiento 

irrestricto de sus obligaciones legales y contractuales, derivadas del 

contrato de compraventa que celebró con mi representada, en el cual, se 

abstuvo de realizar la tradición de manera íntegra, es decir, inscribiendo 

el negocio jurídico en el registro de instrumentos públicos, como le ordena 

el artículo 756 del Código Civil, anteriormente citado. 

 

Adicionalmente, la imputación de la omisión mencionada recae 

exclusivamente en el demandante, y no en Edurbe S.A., conforme a lo 

reiterado anteriormente. 

 

Así las cosas, la inexistencia de los elementos constitutivos de la 

responsabilidad patrimonial de Edurbe S.A., frente a los hechos 

esgrimidos en la demanda, conduce necesariamente a la absolución de mi 

                                                             
7 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 

TERCERA. SUBSECCIÓN B. Consejero ponente: RAMIRO PAZOS GUERRERO. Bogotá, D.C., 

cinco (05) de octubre de dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 08001-23-31-000-2004-

01854-01(35746) 
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representada frente a todas las pretensiones esgrimidas en el líbelo 

introductor. 

 

IV. INEXISTENCIA DE DAÑO ANTIJURÍDICO 

 

Las pretensiones de la demanda deberán ser denegadas, debido a que 

Edurbe S.A. no se encuentra obligado a responder patrimonialmente 

dentro del presente asunto, teniendo en cuenta que, de acuerdo con lo 

señalado en el artículo 90 de la Constitución Política, no ha causado daño 

antijurídico a la parte demandante, en el ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, mediante sus órganos o los servidores públicos 

que desempeñan las actividades propias de la sociedad pública, conforme 

a su objeto social. 

 

Sobre el particular, resulta necesario traer a colación lo expuesto por el 

máximo órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en los 

siguientes términos:  

 

“El daño antijurídico, a efectos de que sea indemnizable, requiere 

que esté cabalmente estructurado, por tal motivo, se torna 

imprescindible que se acrediten los siguientes aspectos relacionados 

con la lesión o detrimento cuya reparación se reclama: i) que se 

lesione un derecho, bien o interés, protegido legalmente por 

el ordenamiento; ii) debe ser antijurídico, esto es, que la 

persona no tenga el deber jurídico de soportarlo; iii) que sea 

cierto, es decir, que se pueda apreciar material y 

jurídicamente; por ende, no puede limitarse a una mera 

conjetura (…)”8. (Cursivas y negritas nuestras). 

 

En consonancia con la postura jurisprudencial transcrita, el demandante 

no ha sufrido ningún daño antijurídico, debido a que el cobro de impuesto 

que alega, efectuado por el sujeto activo de la obligación tributaria 

correspondiente, es una situación que tiene el deber jurídico de soportar, 

teniendo en cuenta que la misma, es producto de su negligencia frente al 

cumplimiento irrestricto de sus obligaciones legales y contractuales, 

                                                             
8 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 26 de mayo del 
2010. C.P. Enrique Gil Botero.Exp.18352. 
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derivadas del contrato de compraventa que celebró con mi representada, 

en el cual, se abstuvo de realizar la tradición de manera íntegra, es decir, 

inscribiendo el negocio jurídico en el registro de instrumentos públicos, 

como le ordena el artículo 756 del Código Civil, anteriormente citado. 

 

La inexistencia del daño antijurídico atribuible a Edurbe S.A., conduce 

necesariamente a la denegación de las pretensiones esbozadas por la 

parte demandante y a la consecuente absolución de la responsabilidad 

imputada a la sociedad pública que represento. 

 

V. INEXISTENCIA DE IMPUTACIÓN 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que  la 

causa del supuesto daño, que se contrae en la no inscripción de la 

escritura pública referenciada anteriormente, en el registro de 

instrumentos públicos correspondiente, no es atribuible jurídica ni 

fácticamente a mi representada, debido a que tal obligación, de orden 

legal, recae exclusivamente en el demandante, y no en Edurbe S.A. 

 

En ese sentido, debe reiterarse que, Edurbe S.A. no tenía el deber 

constitucional, legal, reglamentario o contractual de realizar el trámite de 

tradición del inmueble mencionado, y en consecuencia, tal omisión no es 

atribuible a mi representada. 

 

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que, el vendedor es la parte que 

le corresponde hacer la tradición en el contrato de compraventa, y por 

ende, el demandante debía proceder con la inscripción de la escritura 

pública contentiva del contrato en la oficina de registro de instrumentos 

públicos correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

1880 del Código Civil, que prescribe lo siguiente: 

 

“OBLIGACIONES DEL VENDEDOR. Las obligaciones del 

vendedor se reducen en general a dos: la entrega o tradición, 

y el saneamiento de la cosa vendida. 

 

La tradición se sujetará a las reglas dadas en el título VI del libro 

II”. 
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Adicionalmente, el artículo 740 del Código Civil define la tradición, en los 

siguientes términos: 

 

“DEFINICIÓN DE TRADICIÓN. La tradición es un modo de 

adquirir el dominio de las cosas, y consiste en la entrega que el 

dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e 

intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e 

intención de adquirirlo. Lo que se dice del dominio se extiende a 

todos los otros derechos reales.” 

 

En ese sentido, el demandante, en su condición de vendedor y tradente 

del contrato de compraventa referenciado, debía proceder a transferir el 

dominio del bien inmueble, conforme a lo normado por el artículo 756 del 

Código Civil, es decir, inscribiendo el contrato en la oficina de registro de 

instrumentos públicos correspondientes, conforme al siguiente tenor: 

 

“TRADICION DE BIENES INMUEBLES. Se efectuará la 

tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del 

título en la oficina de registro de instrumentos públicos. 

 

De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de 

usufructo o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de 

habitación o hipoteca.” 

 

Así las cosas, es claro que, no ha existido omisión o incumplimiento por 

parte de Edurbe S.A., respecto de sus obligaciones constitucionales, 

legales, reglamentarias y contractuales, contrario sensu, el demandante 

desconoció las disposiciones del código civil señaladas anteriormente, por 

lo tanto, tiene el deber jurídico de suportar todas las consecuencias 

generadas por su comportamiento omisivo. 

 

Sobre la imputación como elemento constitutivo y esencial de la 

responsabilidad, el Consejo de Estado ha expuesto lo siguiente: 

 

La jurisprudencia de esta Corporación, al analizar el fenómeno de 

la imputación ha manifestado lo siguiente: 
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Ahora bien, en cuanto concierne a la imputación, se tiene 

que el daño antijurídico puede ser atribuido a la 

Administración Pública en la medida en que ésta lo haya 

producido por acción u omisión, pues, precisamente, en 

sentido genérico o lato la imputación es la posibilidad de 

atribuir un resultado o hecho al obrar de un sujeto. 

 

(…) La imputación supone, prima facie, un estudio en 

términos de atribuibilidad material (imputatio facti u 

objetiva), a partir del cual se determina el origen de un 

específico resultado que se adjudica a un obrar –acción u 

omisión-, que podría interpretarse como causalidad 

material, pero que no lo es jurídicamente hablando porque 

pertenece al concepto o posibilidad de referir un acto a la 

conducta humana, que es lo que se conoce como imputación. 

 

No obstante lo anterior, la denominada imputación jurídica 

(imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o 

razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado 

perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y 

allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden 

a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal 

como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la 

Constitución Política (sic)19. 

 

(…) La imputación surge de la atribución de un resultado en cabeza 

de un determinado sujeto; parte del hecho de la sanción originada 

en el incumplimiento normativo a un precepto de conducta, es decir, 

del deber ser. 

 

En consecuencia, la imputación fáctica puede derivarse de la 

constatación en el plano material de la falta de intervención 

oportuna que hubiera podido evitar el resultado; en efecto, es en el 

plano de la omisión donde con mayor claridad se verifica la 

insuficiencia del dogma causal, motivo por el cual el juez recurre a 

ingredientes de tipo normativo para determinar cuándo una 

consecuencia tiene origen en algún tipo de comportamiento y, 

concretamente, a quién resulta endilgable o reprochable la 
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generación del daño. De lo contrario, la responsabilidad derivada 

de la omisión no tendría asidero, como quiera que a partir de la 

inactividad no se deriva nada, es decir, no se modifica el entorno 

físico; en ese orden de ideas, el derecho de daños ha evolucionado en 

la construcción de instrumentos normativos y jurídicos que 

permiten solucionar las insuficiencias del denominado nexo causal 

importado de las ciencias naturales, para brindar elementos que 

permitan establecer cuándo un determinado daño es atribuible a la 

acción u omisión de un determinado sujeto.”9 

 

En ese orden de ideas, las pretensiones de la demanda deberán ser 

rechazadas, teniendo en cuenta que el supuesto daño alegado no puede 

ser imputable a mi representada, de conformidad con los argumentos 

expuestos con anterioridad. 

 

VI. INEXISTENCIA DE OMISIÓN ADMINISTRATIVA 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que 

Edurbe S.A. no ha incurrido en ninguna omisión administrativa, 

teniendo en cuenta que siempre ha actuado conforme a sus deberes 

constitucionales, legales y reglamentarios, especialmente, frente a la 

celebración del contrato de compraventa reseñado, contrario sensu, el 

demandante desconoció las disposiciones del código civil señaladas 

anteriormente, por lo tanto, tiene el deber jurídico de suportar todas las 

consecuencias generadas por su comportamiento omisivo. 

 

En ese orden de ideas, resulta oportuno citar lo expresado por el Consejo 

de Estado en cuanto a las omisiones administrativas, así: 

 

“En punto de la omisión administrativa como supuesto de la 

responsabilidad estatal ha de advertirse que como tal, se entiende 

                                                             
9 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 

TERCERA. SUBSECCIÓN B. Consejero ponente: RAMIRO PAZOS GUERRERO. Bogotá, D.C., 

cinco (05) de octubre de dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 08001-23-31-000-2004-

01854-01(35746) 
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“el incumplimiento de una obligación que debió ejecutarse dentro de 

cierto término y con determinadas cualidades.”10 

 

Adicionalmente, el doctrinante Libardo Rodríguez agrega sobre el 

particular, lo siguiente:  

 

“Las abstenciones de la administración que producen efectos 

jurídicos respecto de ella. Es decir, consisten en que la 

administración se abstiene de actuar cuando debería hacerlo.” 11 

(Cursiva nuestra) 

 

En ese sentido, las omisiones administrativas se generan por el 

incumplimiento a un deber constitucional, legal o reglamentario por 

parte de la administración, debido a que las actuaciones de éstas están 

ceñidas al principio de legalidad, establecido en el artículo 121 de la 

Constitución Política de Colombia, de la siguiente manera: 

 

“Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de 

las que le atribuyen la Constitución y la ley.” (Cursiva nuestra) 

  

Así las cosas, no se ha configurado la omisión administrativa aducida por 

el demandante, debido a que Edurbe S.A. no tenía el deber jurídico de 

efectuar la inscripción en la oficina de registro de instrumentos públicos, 

teniendo en cuenta el contrato de compraventa y las normas del código 

civil anteriormente reseñadas. 

 

En ese orden de ideas, solicito respetuosamente que se rechacen todas las 

pretensiones expuestas en la demanda, y en consecuencia, se absuelva a 

Edurbe S.A. dentro del presente proceso. 

 

 

 

 

                                                             
10 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION 

TERCERA. Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ. Bogotá D.C., quince (15) de 

abril de dos mil diez (2010). Radicación número: 13001-23-31-000-1994-09850-01(17815) 

11 Rodríguez, L. Derecho Administrativo. Editorial Temis. Bogotá 2000. Págs. 195 a 198). 
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VII. INEXISTENCIA DE PERJUICIOS 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en 

cuenta que Edurbe S.A. no han producido ningún perjuicio al 

demandante, mediante el ejercicio de sus deberes constitucionales, 

legales, reglamentarios y contractuales. 

 

Al respecto, observe que el demandante no señala ni justifica, y mucho 

menos acredita ningún perjuicio patrimonial en su contra conforme a lo 

que esbozaron en la demanda,  por lo cual, no solo desconoce los 

elementos que deben concurrir para una declaratoria de responsabilidad 

administrativa, sino que incumple el deber de probar los supuestos 

fácticos que esgrimen, consagrado en el artículo 167 del Código General 

del Proceso, lo cual tiene como consecuencia la absolución de mi 

representada en el presente proceso. 

 

Observe que, dentro del presente asunto, no existe ningún perjuicio cierto 

que se derive de las acciones u omisiones de Edurbe S.A., respecto de sus 

obligaciones jurídicas, contrario sensu, el resultado cuya reparación se 

pretende, es generado exclusivamente por la omisión del demandante, de 

satisfacer las obligaciones de orden legal que regían el contrato de 

compraventa anteriormente referenciado, en ese orden, la incapacidad de 

probar los perjuicios aludidos por el actor es producto de la inexistencia 

misma de tales perjuicios. 

 

La inexistencia de los perjuicios supuestamente causados por Edurbe 

S.A., conduce necesariamente a la denegación de las pretensiones 

esbozadas por la parte demandante y a la consecuente absolución de la 

responsabilidad imputada al órgano autónomo que represento. 

 

VIII. HECHO IMPUTABLE A UN TERCERO 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en 

cuenta que, de acuerdo con lo expuesto por el actor en la misma, el 

resultado cuya indemnización reclama, se deriva del cobro de impuestos 

por parte del Distrito de Cartagena, la cual es una entidad pública 

distinta a mi representada. 
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En ese sentido, mal podría condenarse a Edurbe S.A., por los actos y las 

omisiones que realizan entidades públicas diferentes, dentro de sus 

competencias constitucionales, legales, y reglamentarias, por lo cual, 

solicito respetuosamente, se absuelva a mi representada en el presente 

asunto 

  

IX. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que la 

actuación de mi representada es acorde con el marco de competencias 

constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales.  

   

Debe tenerse en cuenta que, dentro del presente asunto, no existe 

obligación por parte de Edurbe S.A., debido a que las pretensiones se 

basan en una indemnización improcedente, y carente de fundamento 

fáctico, jurídico y probatorio que la respalde, teniendo en cuenta que, de 

conformidad con lo expuesto con anterioridad, los resultados cuya 

reparación se solicitan son atribuibles exclusivamente al administrado. 

 

Así las cosas, solicitamos respetuosamente que, se sirva rechazar las 

pretensiones esbozadas en la demanda, y en consecuencia, absuelva a mi 

representada. 

 

X. COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

Las pretensiones esbozadas en la demanda deben ser denegadas, 

teniendo en cuenta que la parte demandante, no tiene derecho a solicitar 

las indemnizaciones alegadas, debido a que mi representada no le ha 

causado ningún daño antijurídico. 

 

En ese sentido, las pretensiones de la demanda se centran en la exigencia 

de obligaciones inexistentes, que de salir avante en el presente proceso, 

darían lugar al pago de lo no debido, y causarían un detrimento 

patrimonial injustificado a mi representada. 
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XI. BUENA FE 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en 

cuenta que mi representada, durante todas sus actuaciones relacionadas 

con el objeto del presente proceso, y especialmente, con la celebración del 

contrato de compra venta señalado anteriormente, ha actuado de 

conformidad con los postulados de la buena fe y con la plena certeza, de 

que su actuar se ha adecuado al ordenamiento jurídico. 

 

Sobre el particular, el Máximo Órgano de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, ha señalado:  

 

“La buena fe está consagrada como canon constitucional en el 

artículo 83 de la Constitución Política. La Buena fe -o bona fides- es 

un principio general del derecho que irradia todas las relaciones 

jurídicas, y significa fundamentalmente rectitud y honradez en el 

trato entre las personas en una determinada situación social y 

jurídica. Dicho de otro modo, es la ética media de comportamiento 

entre los particulares y entre éstos y el Estado con incidencia en el 

mundo del derecho, descansa en la confianza respecto de la 

conducta justa, recta, honesta y leal del otro, y se constituye en un 

comportamiento que resulta exigible a todos como un deber 

moral y jurídico propio de las relaciones humanas y 

negociales. Por lo demás, la buena fe, en su carácter de 

principio, incorpora el valor ético de la confianza y lo 

protege, fundamenta el ordenamiento jurídico, sirve de 

cauce para la integración del mismo e informa la labor 

interpretativa del derecho.” 12. (Cursivas, negrillas y subrayas 

nuestras) 

 

En ese sentido, debe tenerse en cuenta que mi representada ha actuado, 

de conformidad con el ordenamiento jurídico, inspirado en el 

cumplimiento de sus deberes constitucionales, legales, reglamentarios y 

contractuales, de conformidad con lo expuesto con anterioridad, frente a 

la obligación de inscribir la escritura pública en el registro de 

                                                             
12 Consejo de Estado. Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera. Sentencia de 3 de 

diciembre de 2007. C.P.: Ruth Stella Correa Palacio.  
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instrumentos públicos, la cual gravita sobre el vendedor y tradente del 

bien inmueble. 

 

En consecuencia, las pretensiones en contra de mi representada deben 

ser rechazadas, y por ende, Edurbe S.A. deberá ser absuelta dentro del 

presente asunto. 

 

XII. INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA PROBATORIA 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en 

cuenta que, del material probatorio allegado con la demanda, no se 

observa ninguna prueba que permita acreditar el supuesto fáctico que 

sirve de fundamento para las pretensiones de la presente demanda, y 

en consecuencia, deben ser rechazadas las mismas, por 

incumplimiento de la carga probatoria. 

 

Debe tenerse en cuenta que, el inciso primero del artículo 167 del 

Código General del Proceso, reza lo siguiente: 

 

“CARGA DE LA PRUEBA: Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto 

jurídico que ellas persiguen. (…)” (Cursivas nuestras) 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, dentro del presente proceso no se 

encuentran acreditados ninguno de los supuestos fácticos que 

evidencian un incumplimiento atribuible a Edurbe S.A., de sus 

obligaciones constitucionales, legales, reglamentarias y contractuales, 

ni los perjuicios que pretende reclamar a título de restablecimiento, y 

mucho menos, que los mismos sean imputables a mi representada, 

quien siempre ha actuado de conformidad con el ordenamiento 

jurídico. 

 

En ese sentido, la conducta procesal de la actora es contraria al 

principio general del derecho contenido en la máxima latina que reza 

“onus probandi incumbit actori”, que significa que al demandante le 

corresponde probar los hechos en que funda su acción, y cuya 

inobservancia impone la necesidad de absolver al demandado de los 

cargos que le fueron esgrimidos, de conformidad al aforismo “actore 

non probante, reus absolvitur”. 
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En ese orden de ideas, le solicito muy respetuosamente se sirva 

absolver a mi representada, dentro del presente proceso, de 

conformidad con los argumentos expuestos con anterioridad. 

 

 

 

PRUEBAS Y ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 

Solicito se sirvan tener como tales, para que sean valoradas dentro de la 

respectiva oportunidad procesal, las siguientes: 

 

A. DOCUMENTALES: 

 

1. Copia de la escritura pública No. 3255 del 12 de octubre de 1993 

2. Copia de la escritura pública No. 2904 del 24 de septiembre de 1993. 

3. Copia de certificado expedido por Edurbe S.A., del 3 de diciembre de 

2004. 

4. Memorando del secretario general de Edurbe S.A., dirigido al gerente, 

del 15 de mayo de 2000. 

5. Copias de certificados de libertad y libertad del bien inmueble con 

folio de matrícula No. 060 – 118847. 

6. Copia del acuerdo No. 18 del 16 de septiembre de 1992. 

 

B. DECLARACIÓN DE PARTE 

 

Solicito se sirva citar a su despacho, previa fijación de fecha y hora al 

demandante, para que absuelvan el interrogatorio de parte que le 

formularé, por escrito u oralmente, sobre los hechos de la demanda.  

 

ANEXOS 

 

Aporto como anexo el poder a mi conferido y los documentos que 

acreditan las facultades del otorgante, así como los documentos 

referenciados en el acápite de pruebas, incorporados en un CD. 

 

 

 

 



 

 

WALTER RAFAEL VERBEL ROMERO 

ABOGADO 
CARTAGENA - COLOMBIA 
                    

 
Calle 30 79-19, Barrio Santa Mónica 

e-mail: walterverbel@gmail.com.  

Cartagena-Colombia 

25 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito, recibirá notificaciones en la siguiente dirección: Cartagena, 

Barrio Santa Mónica, Calle 30 No. 79-19, y correo electrónico: 

walterverbel@gmail.com 

 

Mi representada, las recibirá en Cartagena, en el barrio Manga, 3ra 

Avenida, #21 62, y en el correo para notificaciones judiciales: 

edurbe@costa.net.co 

 

Con gratitud, 

 

 

 

 

WALTER RAFAEL VERBEL ROMERO 

C.C. No. 1.047.442.426 de Cartagena 

T.P. No. 246.138 del C. S. de la J. 

 

 

mailto:walterverbel@gmail.com
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EDURBES.A. 
EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A. 

NIT 890.481.123-1 

Honorab les 
TRIBUNAL ADMIN ISTRATIVO DE BOLIVAR 
E. S. D. 

MEDIO DE C O N T R O L : R E P A R A C I O N DIRECTA 
RADICADO: 13001-23-33-000-2017-00722-00 
D E M A N D A N T E : LUIS FELIPE M A R T E L O OSORIO 
D E M A N D A D O : EDURBE S.A-DISTRITO DE C A R T A G E N A DE INDIAS 

ASUNTO: Otorgamiento de poder 

B E R N A R D O ENRIQUE PARDO RAMOS, mayor y de este domicil io, identif icado con la cédula de 
ciudadanía No, 73.594,675 expedida en Santa Catalina Bolívar, actuando en mi cal idad de 
Secretario General y Gerente encargado mediante acuerdo No. 072 de fecfia 25 sept iembre de 
2017 de la Empresa de Desarrol lo Urbano de Bolívar S.A. - EDURBE S.A., por medio del presente 
escrito manif iesto a ustedes, que confiero poder especial , amplio y suficiente a la Dr. W A L T E R 
R A F A E L V E R B E L R O M E R O , ¿¡uien también es mayor y de este domicil io, identif icado con la 
cédula de ciudadanía número 1.047.442.426 expedida en Cartagena, y Tarjeta profesional de 
abogado No, 246,138, otorgada por el Consejo Superior de la Judicatura, a fin de que represente a 
la entidad, en el proceso de la referencia. 

En tales condiciones, se confiere el poder según las facultades contempladas en el artículo 77 del 
código general del proceso. 

Atentamente, 

B E R N A R D O ENRIQUE PARDO R A M O S 
Secretario General 

Acepto: 

W A L T E R R A F A E L V E R B E L ROMERO 
c e . No. 1.047,442.426 de Cartagena 
T.P. No 246 138 del O S J. 

DILIGENCIA DE PRESENTACION PERSONAL Y RECONOCIMIENTO 
DE FIRMA Y CONTENIDO 

Ante la Notaría Cuar ta del c i rcu lo de Car tagena 
fue p resentado pe rsona lmen te este docunnento 

BERNARDO ENRIQUE PARDO RAMOS 
Guien se Ident i f icó con C.C. 73594675 
y declaró que la firma y huella que aparecen en este 
documento son suyas y el contenido del mismo es cierto. 
Cartag9na:2017-10-03 10:37 

Declarante:, 1135473195 

Manga, Ave, 3a N° 21 - 62 Cartagena - Código Postal 130001 - E-maíl: edurbe@costa,net,co - Teléfono: (57)5 6606093 




























